
   35
Edición 46.230
Lunes 3 de abril de 2006 DIARIO OFICIAL

RESOLUCION EJECUTIVA NUMERO 082 DE 2006

(abril 3)

por la cual se decide el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución  
Ejecutiva número 029 del 10 de febrero de 2006.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que le confiere 
el artículo 509 de la Ley 600 de 2000, el artículo 50 del Código Contencioso Administra-
tivo, y

CONSIDERANDO:

1. Que mediante Resolución Ejecutiva número 029 del 10 de febrero de 2006, el Gobierno 
Nacional concedió la extradición del ciudadano colombiano FABIAN DACARETT YIDI 
identificado con la cédula de ciudadanía número 7417562, para que comparezca a juicio 
por el Cargo Uno (Concierto para (1) distribuir una sustancia controlada, específicamente, 
cinco kilogramos o más de una mezcla o sustancia que contenía una cantidad perceptible 
de cocaína, con la intención y el conocimiento de que dicha sustancia sería ilegalmente 
importada a los Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos), y (2) para 
importar a los Estados Unidos, desde un lugar fuera de los Estados Unidos, una sustancia 
controlada, específicamente, cinco kilogramos o más de una mezcla y sustancia que con-
tenía una cantidad perceptible de cocaína), referido en la Acusación Sustitutiva número 
S1 05 Cr.156, dictada bajo sello el 14 de abril de 2005, en la Corte Distrital de los Estados 
Unidos para el Distrito de Sur de Nueva York.

2. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 del Código Contencioso Admi-
nistrativo, la anterior decisión se notificó personalmente a la abogada defensora del ciudadano 
requerido, el 15 de febrero de 2006. Estando dentro del término legal, el señor FABIAN 
DACARETT YIDI, mediante escrito presentado el 21 de febrero de 2006, en la oficina 
jurídica del establecimiento penitenciario donde se encuentra recluido, interpuso recurso 
de reposición contra la Resolución Ejecutiva número 029 del 10 de febrero de 2006.

3. Que el recurrente fundamenta su recurso en los siguientes argumentos:

Advierte le requerido que el Gobierno Nacional se limita a acoger el concepto de la Corte 
Suprema de Justicia en el que no se hace una adecuación típica de los presuntos delitos que 
se le imputan, sino que de manera irresponsable se limita a repetir los cargos “mendaces e 
infames” que le formulan los Fiscales norteamericanos, sin haber sido escuchado y vencido 
en este trámite y sin referirse a la responsabilidad y culpabilidad.

Cuestiona la prueba de interceptación telefónica para afirmar que es nula por violación 
del debido proceso, indicando que no se pueden precisar las palabras por lo que no constituye 
prueba legal y menos determina la comisión de un delito. Manifiesta su inconformidad con 
los conceptos de la Corte Suprema de Justicia, que a su juicio, influencian en las determi-
naciones del Ejecutivo.

Asegura que la extradición no es un mecanismo de cooperación internacional porque el 
Gobierno de Estados Unidos no envía ningún ciudadano que haya delinquido en Colombia.

Afirma que el Presidente de la República no ha hecho uso de las conveniencias nacionales 
para negar la extradición pero sí la ha utilizado para congelar la extradición de personas que 
tienen pendientes con la justicia. Indica que las conveniencias nacionales deben inspirarse 
en la equidad, la igualdad.

Reitera que es inocente y que su reputación no se puede ver mancillada por una acusación 
irrelevante y solicita en nombre de su familia no ser extraditado.

4. Que frente a lo manifestado en precedencia, se considera:

Es importante resaltar en este caso que la oferta o concesión de la extradición es 
facultativa del Gobierno Nacional pero requiere concepto previo y favorable de la Corte 
Suprema de Justicia.

En esta oportunidad, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en pronunciamiento 
que se fundamentó en la validez formal de la documentación, la demostración plena de la 
identidad del solicitado, el principio de la doble incriminación y la equivalencia de la provi-
dencia proferida en el exterior, emitió concepto favorable para la extradición del ciudadano 
colombiano FABIAN DACARETT YIDI, al encontrar acreditados los requisitos formales 
que exige la ley para que sea procedente la extradición.

El Gobierno Nacional en uso de la discrecionalidad que le otorga la ley, atendiendo el 
concepto emitido por la Corte Suprema de Justicia, resolvió conceder la extradición de este 
ciudadano, requerido por delitos cometidos en el exterior.

El concepto que le corresponde emitir a esa honorable Corporación no es equiparable a un 
fallo judicial que resulte de la valoración probatoria por cuanto la extradición no debe enten-
derse como un proceso penal. La Corte Suprema de Justicia en el concepto emitido, encontró 
que los requisitos exigidos, fueron acreditados en su totalidad por el Estado requirente. No es 
acertado entonces cuestionar en esta instancia ese concepto, ni reclamar que no fue escuchado 
y vencido en este trámite al no referirse a la responsabilidad y culpabilidad, pues precisamente, 
la naturaleza de este mecanismo que es completamente diferente, no lo permite.

En el trámite de extradición no hay juzgamiento. Lo que persigue es la comparecencia 
a juicio del acusado o la comparecencia del condenado para que cumpla una sanción ya 
impuesta en el Estado requirente.

Si la interceptación telefónica es nula o no y la valoración de las pruebas, su idoneidad 
para demostrar los delitos imputados, la controversia que se pueda suscitar frente a la impu-
tación, la responsabilidad o no del requerido, son aspectos que desbordan la naturaleza del 
trámite como quiera que es dentro del proceso penal que se adelanta en el exterior, donde 
pueden plantearse estos cuestionamientos.

Sobre el particular, la honorable Corte Suprema de Justicia ha manifestado:

“1.2. De modo que la extradición, como solicitud o acto de entrega u ofrecimiento de 
un acusado o condenado entre los Estados que se colaboran recíprocamente para combatir 
la delincuencia transnacional, tiende a la eficacia de los fines del proceso penal o a la eje-

cución de la sentencia, según el caso, pero no se involucra en el objeto mismo del proceso, 
como es la acreditación de la comisión de un delito y la consecuente responsabilidad de 
sus autores o partícipes.

1.3. Por ello, dentro del trámite de extradición, sólo se admiten discusiones y pruebas 
sobre las condiciones exigidas por los tratados, cuando fuere el caso, la Constitución o la ley 
para concederla, pero no medios probatorios relativos a los hechos de la acusación, pues, 
más allá de aquellos requisitos de procedencia o improcedencia, la actividad del Estado 
requerido no sería de cooperación sino de interferencia nociva y franca desconfianza hacia 
las decisiones que el Estado requirente adopta soberanamente y sujeto a los respectivos 
controles internos. No en vano, pero sí sensatamente, el artículo 550 del Código de Proce-
dimiento prevé que Colombia, como Estado requerido, podrá condicionar la extradición a 
que el solicitado no vaya a ser juzgado por hechos diversos a los declarados en la solicitud, 
ni sometido a sanciones distintas de las anunciadas, es decir, conforme con comportamientos 
cumplidos por el país requirente, lo cual significa, por definición en positivo, que los hechos 
y las penas deben establecerse de acuerdo con la legislación del solicitante.

1.4. De esta manera, incumbe a las autoridades judiciales del país requirente el control 
sobre la debida acreditación del hecho, el imperio del Derecho, las oportunidades de defensa, 
la racional valoración de las pruebas y la fundamentación de las decisiones. Quedan por 
fuera del debate de extradición asuntos propuestos por el defensor y el ciudadano reque-
rido, tales como la falta de aotijuridicidad de la importación de la droga decomisada por 
el sistema de entrega vigilada; la unidad o el concurso de delitos (cuyas regulaciones son 
distintas en ambos países), a propósito de la supuesta absorción de la conspiración por 
el tipo de importación de estupefacientes; la carencia de prueba sobre la responsabilidad 
penal en los hechos atribuidos al solicitado en extradición; la vigencia de las disposiciones 
penales aplicables en el “indictment”...; el mayor o menor valor del “affidavit” o declara-
ción jurada frente al del “testimony” o de la ‘deposition , y la prueba del dolo...’1.

Contrario a lo manifestado por el recurrente, la extradición se considera como un me-
canismo de cooperación judicial internacional utilizado por gran parte de países unidos en 
la lucha contra la criminalidad organizada, principalmente contra los delitos de carácter 
trasnacional. En la normatividad procesal penal aplicable la reciprocidad no está consagrada 
como un requisito necesario para la procedencia de esta figura.

No resulta pertinente cuestionar si el Gobierno ha hecho buen uso o no de las con-
veniencias nacionales, pues no debe olvidarse que se está ante una decisión discrecional 
que implica que soberanamente se puede adoptar una u otra decisión siempre y cuando se 
observen los presupuestos y las limitaciones de orden constitucional, legal o convencional 
que se exijan en cada caso.

Los argumentos que presenta el recurrente para solicitar su no extradición y la insistencia 
en su inocencia, no pueden tenerse como válidos en un trámite en donde no hay juzgamien-
to, pues el escenario propicio es precisamente ante las autoridades foráneas al interior del 
proceso penal que se adelanta en el exterior, en donde el solicitado puede hacer valer sus 
derechos y garantías fundamentales, que no pierde por su calidad de extraditado.

De acuerdo con lo anterior, teniendo en cuenta que con el presente recurso no se apor-
taron nuevos elementos de juicio que lleven al Gobierno Nacional a variar la decisión que 
inicialmente tomó, es del caso confirmar en todas sus partes la Resolución Ejecutiva número 
029 del 10 de febrero de 2006.

Por lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1º. Confirmar la Resolución Ejecutiva número 029 del 10 de febrero de 2006 por 
medio de la cual se concedió la extradición del ciudadano colombiano FABIAN DACARETT 
YIDI, de conformidad con lo señalado en la parte motiva de esta resolución.

Artículo 2º. Comunicar la presente decisión al ciudadano requerido o a su apoderado, 
haciéndole saber que contra esta no procede recurso alguno, quedando así agotada la vía 
gubernativa.

Artículo 3º. Enviar copia del presente acto administrativo, a la Oficina Asesora Jurí-
dica y a la Dirección General de Asuntos Consulares y Comunidades Colombianas en el 
Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y al Fiscal General de la Nación, para lo 
de sus competencias.

Artículo 4º. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 3 de abril de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL

DECRETOS

DECRETO NUMERO 1011 DE 2006

(abril 3)

por el cual se establece el Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención  
de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitu-
cionales y legales, en especial de las contenidas en el numeral 11 del artículo 189 de la 
Constitución Política; artículos 173, 180, 185, 186, 227 y 232 de la Ley 100 de 1993 y 42 
y 56 de la Ley 715 de 2001,

1
  Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación. Penal, M.P. Dr. Jorge Aníbal Gómez Gallego. Concepto 

del 12 de septiembre de 2000. Trámite de extradición de Milton Perlaza Ortiz.



36  DIARIO OFICIAL
Edición 46.230

Lunes 3 de abril de 2006

DECRETA:

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°. Campo de aplicación. Las disposiciones del presente decreto se aplicarán a 
los Prestadores de Servicios de Salud, las Entidades Promotoras de Salud, las Administradoras 
del Régimen Subsidiado, las Entidades Adaptadas, las Empresas de Medicina Prepagada y 
a las Entidades Departamentales, Distritales y Municipales de Salud.

Así mismo, a los prestadores de servicios de salud que operen exclusivamente en cualquiera 
de los regímenes de excepción contemplados en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 y la Ley 
647 de 2001, se les aplicarán de manera obligatoria las disposiciones del Sistema Obligatorio 
de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud, SOGCS, de que trata este decreto, excepto a las Instituciones del Sistema de Salud 
pertenecientes a las Fuerzas Militares y a la Policía Nacional, las cuales podrán acogerse de 
manera voluntaria al SOGCS y de manera obligatoria, cuando quieran ofrecer la prestación de 
servicios de salud a Empresas Administradoras de Planes de Beneficios, EAPB, Instituciones 
Prestadoras de Servicios de Salud, IPS, o con Entidades Territoriales.

Parágrafo 1°. Salvo los servicios definidos por el Ministerio de la Protección Social 
y para los cuales se establezcan estándares, no se aplicarán las normas del SOGCS a los 
Bancos de Sangre, a los Grupos de Práctica Profesional que no cuenten con infraestructura 
física para la prestación de servicios de salud, a los procesos de los laboratorios de genética 
forense, a los Bancos de Semen de las Unidades de Biomedicina Reproductiva y a todos los 
demás Bancos de Componentes Anatómicos, así como a las demás entidades que producen 
insumos de salud y productos biológicos, correspondiendo de manera exclusiva al Instituto 
Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, Invima, de conformidad con lo 
señalado por el artículo 245 de la Ley 100 de 1993, la vigilancia sanitaria y el control de 
calidad de los productos y servicios que estas organizaciones prestan.

Artículo 2°. Definiciones. Para efectos de la aplicación del presente decreto se establecen 
las siguientes definiciones:

Atención de salud. Se define como el conjunto de servicios que se prestan al usuario en 
el marco de los procesos propios del aseguramiento, así como de las actividades, procedi-
mientos e intervenciones asistenciales en las fases de promoción y prevención, diagnóstico, 
tratamiento y rehabilitación que se prestan a toda la población.

Auditoría para el mejoramiento de la calidad de la atención de salud. Es el mecanismo 
sistemático y continuo de evaluación y mejoramiento de la calidad observada respecto de 
la calidad esperada de la atención de salud que reciben los usuarios.

Calidad de la atención de salud. Se entiende como la provisión de servicios de salud a 
los usuarios individuales y colectivos de manera accesible y equitativa, a través de un nivel 
profesional óptimo, teniendo en cuenta el balance entre beneficios, riesgos y costos, con el 
propósito de lograr la adhesión y satisfacción de dichos usuarios.

Condiciones de capacidad tecnológica y científica. Son los requisitos básicos de es-
tructura y de procesos que deben cumplir los Prestadores de Servicios de Salud por cada 
uno de los servicios que prestan y que se consideran suficientes y necesarios para reducir 
los principales riesgos que amenazan la vida o la salud de los usuarios en el marco de la 
prestación del servicio de salud

Empresas Administradoras de Planes de Beneficios, EAPB. Se consideran como tales, 
las Entidades Promotoras de Salud del Régimen Contributivo y del Régimen Subsidiado 
(Administradoras del Régimen Subsidiado), Entidades Adaptadas y Empresas de Medicina 
Prepagada.

Prestadores de Servicios de Salud. Se consideran como tales, las Instituciones Presta-
doras de Servicios de Salud, los Profesionales Independientes de Salud y los Servicios de 
Transporte Especial de Pacientes.

Para los efectos del presente decreto se consideran como instituciones prestadoras de 
servicios de salud a los grupos de práctica profesional que cuentan con infraestructura física 
para prestar servicios de salud.

Profesional independiente. Es toda persona natural egresada de un programa de educa-
ción superior de ciencias de la salud de conformidad con la Ley 30 de 1992 o las normas 
que la modifiquen, adicionen o sustituyan, con facultades para actuar de manera autónoma 
en la prestación del servicio de salud para lo cual podrá contar con personal de apoyo de 
los niveles de formación técnico y/o auxiliar.

Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de Atención en Salud del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, SOGCS. Es el conjunto de instituciones, normas, requisitos, 
mecanismos y procesos deliberados y sistemáticos que desarrolla el sector salud para generar, 
mantener y mejorar la calidad de los servicios de salud en el país.

Unidad sectorial de normalización en salud. Es una instancia técnica para la investigación, 
definición, análisis y concertación de normas técnicas y estándares de calidad de la atención 
de salud, autorizada por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

Los estándares de calidad propuestos por esta Unidad se considerarán recomendaciones 
técnicas de voluntaria aplicación por los actores del Sistema Obligatorio de Garantía de 
la Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud, los 
cuales podrán ser adoptados mediante acto administrativo por el Ministerio de la Protección 
Social, en cuyo caso tendrán el grado de obligatoriedad que este defina.

TITULO II

SISTEMA OBLIGATORIO DE GARANTIA DE CALIDAD DE ATENCION EN  
SALUD DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, SOGCS

Artículo 3°. Características del SOGCS. Las acciones que desarrolle el SOGCS se orien-
tarán a la mejora de los resultados de la atención en salud, centrados en el usuario, que van 
más allá de la verificación de la existencia de estructura o de la documentación de procesos 
los cuales solo constituyen prerrequisito para alcanzar los mencionados resultados.

Para efectos de evaluar y mejorar la Calidad de la Atención de Salud, el SOGCS deberá 
cumplir con las siguientes características:

1. Accesibilidad. Es la posibilidad que tiene el usuario de utilizar los servicios de salud 
que le garantiza el Sistema General de Seguridad Social en Salud.

2. Oportunidad. Es la posibilidad que tiene el usuario de obtener los servicios que requiere, 
sin que se presenten retrasos que pongan en riesgo su vida o su salud. Esta característica se 
relaciona con la organización de la oferta de servicios en relación con la demanda y con el 
nivel de coordinación institucional para gestionar el acceso a los servicios.

3. Seguridad. Es el conjunto de elementos estructurales, procesos, instrumentos y me-
todologías basadas en evidencias científicamente probadas que propenden por minimizar 
el riesgo de sufrir un evento adverso en el proceso de atención de salud o de mitigar sus 
consecuencias.

4. Pertinencia. Es el grado en el cual los usuarios obtienen los servicios que requieren, 
con la mejor utilización de los recursos de acuerdo con la evidencia científica y sus efectos 
secundarios son menores que los beneficios potenciales.

5. Continuidad. Es el grado en el cual los usuarios reciben las intervenciones requeri-
das, mediante una secuencia lógica y racional de actividades, basada en el conocimiento 
científico.

Artículo 4°. Componentes del SOGCS. Tendrá como componentes los siguientes:

1. El Sistema Unico de Habilitación.

2. La Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud.

3. El Sistema único de Acreditación.

4. El Sistema de Información para la Calidad.

Parágrafo 1°. El Ministerio de la Protección Social ajustará periódicamente y de manera 
progresiva, los estándares que hacen parte de los diversos componentes del SOGCS, de 
conformidad con el desarrollo del país, con los avances del sector y con los resultados de 
las evaluaciones adelantadas por las Entidades Departamentales, Distritales de Salud y la 
Superintendencia Nacional de Salud.

Parágrafo 2°. Las Entidades Promotoras de Salud, las Administradoras del Régimen Sub-
sidiado, las Entidades Adaptadas, las Empresas de Medicina Prepagada, los Prestadores de 
Servicios de Salud y las Entidades Departamentales, Distritales y Municipales de Salud, están 
obligadas a generar y suministrar los datos requeridos para el funcionamiento de este Sistema, 
de conformidad con las directrices que imparta el Ministerio de la Protección Social.

Artículo 5°. Entidades responsables del funcionamiento del SOGCS. Las siguientes, 
son las entidades responsables del funcionamiento del SOGCS:

1. Ministerio de la Protección Social. Desarrollará las normas de calidad, expedirá la 
reglamentación necesaria para la aplicación del presente decreto, velará por su permanen-
te actualización y por su aplicación para el beneficio de los usuarios, prestará asistencia 
técnica a los integrantes del Sistema con el propósito de orientarlos en el cumplimiento 
de sus responsabilidades y emitirá concepto en aspectos técnicos cuando lo soliciten las 
Entidades Territoriales y los prestadores de servicios de salud siempre que el Ministerio 
lo considere pertinente.

También corresponde al Ministerio de la Protección Social velar por el establecimiento 
y mantenimiento de la compatibilidad del Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad de 
la Atención de Salud con otros Sistemas de Gestión de Calidad.

2. Superintendencia Nacional de Salud. Ejercerá las funciones de vigilancia, inspección 
y control dentro del SOGCS y aplicará las sanciones en el ámbito de su competencia.

3. Entidades Departamentales y Distritales de Salud. En desarrollo de sus propias 
competencias, les corresponde cumplir y hacer cumplir en sus respectivas jurisdicciones, las 
disposiciones establecidas en el presente decreto y en la reglamentación que para el efecto 
expida el Ministerio de la Protección Social, divulgar las disposiciones contenidas en esta 
norma y brindar asistencia a los Prestadores de Servicios de Salud y los definidos como tales 
para el cabal cumplimiento de las normas relativas a la habilitación de las mismas.

4. Entidades Municipales de Salud. En desarrollo de sus propias competencias, les 
corresponde brindar asistencia técnica para implementar la Auditoría para el Mejora-
miento de la Calidad de la Atención de Salud en los Prestadores de Servicios de Salud de 
su jurisdicción y también realizar la Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la 
Atención de Salud a los Prestadores de Servicios de Salud, que prestan servicios de salud 
a la población no afiliada.

Parágrafo. Lo previsto en el presente artículo se cumplirá sin perjuicio de que las enti-
dades deban cumplir otras normas relacionadas con sistemas de calidad.

TITULO III

CAPITULO I

Sistema Unico de Habilitación
Artículo 6°. Sistema Unico de Habilitación. Es el conjunto de normas, requisitos y pro-

cedimientos mediante los cuales se establece, registra, verifica y controla el cumplimiento 
de las condiciones básicas de capacidad tecnológica y científica, de suficiencia patrimonial 
y financiera y de capacidad técnico-administrativa, indispensables para la entrada y perma-
nencia en el Sistema, los cuales buscan dar seguridad a los usuarios frente a los potenciales 
riesgos asociados a la prestación de servicios y son de obligatorio cumplimiento por parte 
de los Prestadores de Servicios de Salud y las EAPB.

CAPITULO II

Habilitación de prestadores de servicios de salud
Artículo 7°. Condiciones de capacidad tecnológica y científica. Las condiciones de 

capacidad tecnológica y científica del Sistema Unico de Habilitación para Prestadores de 
Servicios de Salud serán los estándares de habilitación establecidos por el Ministerio de 
la Protección Social.
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Las Entidades Departamentales y Distritales de Salud, en sus correspondientes jurisdic-
ciones, podrán someter a consideración del Ministerio de la Protección Social propuestas 
para la aplicación de condiciones de capacidad tecnológica y científica superiores a las 
que se establezcan para el ámbito nacional. En todo caso, la aplicación de estas exigencias 
deberá contar con la aprobación previa de este Ministerio.

Parágrafo. Los profesionales independientes que prestan servicios de salud, solo estarán 
obligados a cumplir con las normas relativas a la capacidad tecnológica y científica.

Artículo 8°. Condiciones de suficiencia patrimonial y financiera. Es el cumplimiento 
de las condiciones que posibilitan la estabilidad financiera de las Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud en el mediano plazo, su competitividad dentro del área de influencia, 
liquidez y cumplimiento de sus obligaciones en el corto plazo.

Parágrafo. El Ministerio de la Protección Social establecerá los requisitos y los proce-
dimientos para que las Entidades Departamentales y Distritales de Salud puedan valorar la 
suficiencia patrimonial de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.

Artículo 9°. Condiciones de capacidad técnico-administrativa. Son condiciones de 
capacidad técnico-administrativa para una Institución Prestadora de Servicios de Salud, 
las siguientes:

1. El cumplimiento de los requisitos legales exigidos por las normas vigentes con respecto 
a su existencia y representación legal, de acuerdo con su naturaleza jurídica.

2. El cumplimiento de los requisitos administrativos y financieros que permitan demostrar 
que la Institución Prestadora de Servicios de Salud cuenta con un sistema contable para 
generar estados financieros según las normas contables vigentes.

Artículo 10. Registro especial de prestadores de servicios de salud. Es la base de datos 
de las Entidades Departamentales y Distritales de Salud, en la cual se efectúa el registro de 
los Prestadores de Servicios de Salud que se encuentren habilitados y es consolidada por 
parte del Ministerio de la Protección Social.

De conformidad con lo señalado por el artículo 56 de la Ley 715 de 2001, las Entidades 
Departamentales y Distritales de Salud realizarán el proceso de inscripción en el Registro 
Especial de Prestadores de Servicios de Salud.

Artículo 11. Formulario de inscripción en el registro especial de prestadores de servicios 
de salud. Los Prestadores de Servicios de Salud presentarán el formulario de inscripción en 
el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud ante las Entidades Departamen-
tales y Distritales de Salud correspondientes para efectos de su inscripción en el Registro 
Especial de Prestadores de Servicios de Salud. A través de dicho formulario, se declarará 
el cumplimiento de las condiciones de habilitación contempladas en el presente decreto. El 
Ministerio de la Protección Social establecerá las características del formulario.

Artículo 12. Autoevaluación del cumplimiento de las condiciones para la habilitación. 
De manera previa a la presentación del formulario de inscripción de que trata el artículo 11 
del presente decreto, los Prestadores de Servicios de Salud deberán realizar una autoeva-
luación de las condiciones exigidas para la habilitación, con el fin de verificar su pleno 
cumplimiento. En caso de identificar deficiencias en el cumplimiento de tales condiciones, 
los Prestadores de Servicios de Salud deberán abstenerse de prestar el servicio hasta tanto 
realicen los ajustes necesarios para el cumplimiento de los requisitos.

El prestador que declare un servicio, es el responsable del cumplimiento de todos los 
estándares aplicables al servicio que inscribe, independientemente de que para su funcio-
namiento concurran diferentes organizaciones o personas para aportar en el cumplimiento 
de los estándares.

Cuando un Prestador de Servicios de Salud se encuentre en imposibilidad de cumplir 
con las condiciones para la habilitación, deberá abstenerse de ofrecer o prestar los servicios 
en los cuales se presente esta situación.

Artículo 13. Inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud. Es 
el procedimiento mediante el cual el Prestador de Servicios de Salud, luego de efectuar la 
autoevaluación y habiendo constatado el cumplimiento de las condiciones para la habilita-
ción, radica el formulario de inscripción de que trata el artículo 11 del presente decreto y los 
soportes que para el efecto establezca el Ministerio de la Protección Social, ante la Entidad 
Departamental o Distrital de Salud correspondiente, para efectos de su incorporación en el 
Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud.

La Entidad Departamental o Distrital de Salud efectuará el trámite de inscripción de 
manera inmediata, previa revisión del diligenciamiento del formulario de inscripción. La 
revisión detallada de los soportes entregados será posterior al registro especial de presta-
dores de servicios de salud, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 del presente 
decreto.

A partir de la radicación de la inscripción en la Entidad Departamental o Distrital de 
Salud, el Prestador de Servicios de Salud se considera habilitado para ofertar y prestar los 
servicios declarados.

Parágrafo 1º. Cuando un Prestador de Servicios de Salud preste sus servicios a través 
de dos (2) o más sedes dentro de la misma jurisdicción Departamental o Distrital, deberá 
diligenciar un sólo formulario de inscripción.

Cuando un Prestador de Servicios de Salud preste sus servicios a través de dos o más 
sedes dentro de dos (2) o más Departamentos o Distritos, deberá presentar el formulario de 
inscripción en cada una de las jurisdicciones Departamentales o Distritales de Salud en las 
cuales presta los servicios, declarando en cada una, una sede como principal.

Parágrafo 2º. El Prestador de Servicios de Salud deberá declarar en el formulario de 
inscripción en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud, los servicios que se 
prestan en forma permanente. La inobservancia de esta disposición se considera equivalente 
a la prestación de servicios no declarados en el Registro Especial de Prestadores de Servicios 
de Salud y dará lugar a la aplicación de las sanciones establecidas en los artículos 577 de 
la Ley 09 de 1979, 49 de la Ley 10 de 1990 y 5 del Decreto 1259 de 1994 y las normas que 
las modifiquen o sustituyan. 

Para el caso de los servicios prestados en forma esporádica, el Prestador de Servicios 
de Salud deberá informar de esta situación a la Entidad Departamental o Distrital de Salud 
correspondiente, la cual realizará visitas en fecha y lugar acordados con el prestador, con 
el fin de verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas para dichos servicios, 
ordenando su suspensión si los mismos no cumplen con los estándares establecidos, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 576 de la Ley 09 de 1979 y las normas que las 
modifiquen o sustituyan.

Artículo 14. Término de vigencia de la inscripción en el registro especial de prestadores 
de servicios de salud. La inscripción de cada Prestador en el Registro Especial de Presta-
dores de Servicios de Salud, tendrá un término de vigencia de cuatro (4) años, contados 
a partir de la fecha de su radicación ante la Entidad Departamental o Distrital de Salud 
correspondiente.

Los prestadores de servicios de salud una vez se cumpla la vigencia de su habilitación 
podrán renovarla, de acuerdo con los lineamientos que defina el Ministerio de Protección 
Social.

Artículo 15. Obligaciones de los prestadores de servicios de salud respecto de la 
inscripción en el registro especial de prestadores de servicios de salud. Los Prestadores 
de Servicios de Salud son responsables por la veracidad de la información contenida en el 
formulario de inscripción y estarán obligados a mantener las condiciones de habilitación 
declaradas durante el término de su vigencia, a permitir el ingreso de la autoridad com-
petente para llevar a cabo la respectiva verificación, a facilitar la verificación, a renovar 
la Inscripción en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud cuando este 
pierda su vigencia o cuando haya cambios en lo declarado, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 14 del presente decreto y a presentar las novedades correspondientes, en los casos 
previstos en el artículo siguiente.

Artículo 16. Reporte de novedades. Con el propósito de mantener actualizado el Re-
gistro Especial de Prestadores de Servicios de Salud, el Ministerio de la Protección Social 
establecerá el “Formulario de Reporte de Novedades”, a través del cual se efectuará la 
actualización de dicho registro por parte de la Entidad Departamental o Distrital de Salud 
en su respectiva jurisdicción.

Parágrafo. Dentro de los primeros cinco (5) días hábiles siguientes al vencimiento de 
cada trimestre, las Entidades Departamentales y Distritales de Salud remitirán al Minis-
terio de la Protección Social, la información correspondiente a las novedades presentadas 
en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud durante cada trimestre. La 
información remitida debe incluir las sanciones impuestas de conformidad con las normas 
legales vigentes, así como los procesos de investigación en curso y las medidas de seguridad 
impuestas y levantadas.

Es responsabilidad de las Entidades Departamentales de Salud remitir trimestralmente a 
los municipios de su jurisdicción, la información relacionada con el estado de habilitación 
de los Prestadores de Servicios de Salud, de sus correspondientes áreas de influencia.

Las Direcciones Municipales de Salud deben realizar de manera permanente una bús-
queda activa de los Prestadores de Servicios de Salud que operan en sus respectivas juris-
dicciones, con el propósito de informar a las Entidades Departamentales y ellas verificarán 
que la información contenida en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud 
responda a la realidad de su inscripción, garantizando así el cumplimiento permanente de 
las condiciones de habilitación.

Artículo 17. Administración del registro especial de prestadores de servicios de salud. 
De conformidad con las disposiciones consagradas en el presente decreto y de acuerdo 
con las directrices que imparta el Ministerio de la Protección Social, las Entidades Depar-
tamentales y Distritales de Salud, en sus respectivas jurisdicciones, serán responsables de 
la administración de la base de datos que contenga el Registro Especial de Prestadores de 
Servicios de Salud.

Artículo 18. Consolidación del registro especial de prestadores de servicios de salud. 
Corresponde al Ministerio de la Protección Social conformar y mantener actualizada para 
el ámbito nacional, la base de datos del Registro Especial de Prestadores de Servicios de 
Salud, consolidada a partir de los reportes que envíen las Entidades Departamentales y 
Distritales de Salud, de conformidad con lo establecido en el presente decreto.

Artículo 19. Verificación del cumplimiento de las condiciones para la habilitación. 
Las Entidades Departamentales y Distritales de Salud serán las responsables de verificar 
el cumplimiento de las condiciones exigibles a los Prestadores de Servicios de Salud en lo 
relativo a las condiciones de capacidad técnico-administrativa y de suficiencia patrimonial 
y financiera, las cuales se evaluarán mediante el análisis de los soportes aportados por la 
Institución Prestadora de Servicios de Salud, de conformidad con los artículos 8° y 9° del 
presente decreto.

En relación con las condiciones de capacidad tecnológica y científica, la verificación 
del cumplimiento de los estándares de habilitación establecidos por el Ministerio de la 
Protección Social, se realizará conforme al plan de visitas que para el efecto establezcan 
las Entidades Departamentales y Distritales de Salud, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 21 del presente decreto.

Artículo 20. Equipos de verificación. Las Entidades Departamentales y Distritales de 
Salud deben contar con un equipo humano de carácter interdisciplinario, responsable de 
la administración del Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud y de la veri-
ficación del cumplimiento de las condiciones para la habilitación, así como de las demás 
actividades relacionadas con este proceso, de conformidad con los lineamientos, perfiles 
y experiencia contenidos en el Manual o instrumento de Procedimientos para Habilitación 
definido por el Ministerio de la Protección Social.

Todos los verificadores deberán recibir previamente la capacitación y el entrenamiento 
técnico necesarios por parte del Ministerio de la Protección Social o de las Entidades De-
partamentales y Distritales de Salud en convenio con alguna entidad educativa la cual será 
la responsable de garantizar la calidad de dicho entrenamiento.
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Artículo 21. Plan de visitas. Las Entidades Departamentales y Distritales de Salud 
deben elaborar y ejecutar un plan de visitas para verificar que todos los Prestadores de 
Servicios de Salud de su jurisdicción, cumplan con las condiciones tecnológicas y cien-
tíficas, técnico-administrativas y suficiencia patrimonial y financiera de habilitación, que 
les son exigibles. De tales visitas, se levantarán las actas respectivas y los demás soportes 
documentales adoptados para este proceso.

Parágrafo. Las visitas de verificación podrán ser realizadas mediante contratación externa, 
acompañadas por un funcionario capacitado de la Entidad Departamental o Distrital de Salud, 
previo cumplimiento de las condiciones establecidas en el artículo 20 del presente Decreto 
y las metas periódicas de visitas que determine el Ministerio de la Protección Social.

Las Entidades Territoriales deberán realizar al menos una visita de verificación de 
cumplimiento de los requisitos de habilitación a cada prestador, durante los cuatro (4) años 
de vigencia del registro de habilitación.

Artículo 22. Planes de cumplimiento. Los Prestadores de Servicios de Salud deben 
cumplir con los estándares de habilitación y no se aceptará la suscripción de planes de 
cumplimiento para dichos efectos.

Artículo 23. Certificación de cumplimiento de las condiciones para la habilitación. 
La Entidad Departamental o Distrital de Salud, una vez efectuada la verificación del cum-
plimiento de todas las condiciones de habilitación aplicables al Prestador de Servicios de 
Salud, enviará en un plazo de quince (15) días hábiles contados a partir de la fecha de la 
visita, la “Certificación de Cumplimiento de las Condiciones para la Habilitación”, en la 
que informa a dicho Prestador de Servicios de Salud que existe verificación de conformidad 
de las condiciones.

Parágrafo. Las Entidades Departamentales y Distritales de Salud no podrán negar la 
certificación por el incumplimiento de normas distintas a las que se exigen para la habili-
tación.

Artículo 24. Revocatoria de la habilitación. La Entidad Departamental o Distrital de 
Salud podrá revocar la habilitación obtenida, mediante la inscripción en el Registro Especial 
de Prestadores de Servicios de Salud, cuando se incumpla cualquiera de las condiciones o 
requisitos previstos para su otorgamiento, respetando el debido proceso.

Artículo 25. Información a los usuarios. Los prestadores de servicios de salud fijarán 
en lugares visibles al público, el distintivo que defina el Ministerio de la Protección Social, 
mediante el cual se identifique que los servicios que ofrece se encuentren habilitados. 
Igualmente mantendrán en lugar visible al público el certificado de habilitación una vez 
haya sido expedido.

Artículo 26. Responsabilidades para contratar. Para efectos de contratar la prestación 
de servicios de salud el contratante verificará que el prestador esté inscrito en el registro 
especial de prestadores de servicios de salud. Para tal efecto la Entidad Departamental y 
Distrital establecerá los mecanismos para suministrar esta información.

Si durante la ejecución del contrato se detecta el incumplimiento de las condiciones de 
habilitación, el Contratante deberá informar a la Dirección Departamental o Distrital de 
Salud quien contará con un plazo de sesenta (60) días calendario para adoptar las medidas 
correspondientes. En el evento en que no se pueda mantener la habilitación la Entidad 
Departamental o Distrital de Salud lo informará al contratante, quien deberá abstenerse de 
prestar los servicios de salud con entidades no habilitadas.

CAPITULO III

Habilitación de las Empresas Administradoras de Planes 
de Beneficios, EAPB

Artículo 27. Condiciones básicas para la habilitación de las EAPB. Las condiciones 
básicas de capacidad tecnológica y científica, de suficiencia patrimonial y financiera y de 
capacidad técnico-administrativa de obligatorio cumplimiento para la entrada y perma-
nencia de las EAPB, serán los estándares que para el efecto establezca el Ministerio de la 
Protección Social.

Artículo 28. Habilitación de las EAPB. Para aquellas entidades que a la entrada en vigen-
cia de este decreto no cuenten con la reglamentación específica en materia de habilitación, 
se dará aplicación al procedimiento de autorización de funcionamiento establecido en las 
disposiciones vigentes sobre la materia, el cual se asimila al procedimiento de habilitación 
para dichas entidades.

Artículo 29. Entidad competente. La Superintendencia Nacional de Salud será la entidad 
competente para habilitar a las EAPB.

Parágrafo. El Ministerio de la Protección Social establecerá el procedimiento que la 
Superintendencia Nacional de Salud deberá aplicar para la verificación, registro y control 
permanente de las condiciones de habilitación de las EAPB, tanto para aquellas que actual-
mente se encuentran en operación, como para las nuevas entidades.

La Superintendencia Nacional de Salud informará al Ministerio de la Protección So-
cial el resultado de las visitas y deberá consolidar la información de habilitación de estas 
entidades.

Las EAPB que a la entrada en vigencia el presente decreto no cuenten con reglamentación 
específica, deberán demostrar ante la entidad de control el cumplimiento de las condiciones 
de operación que se establezcan dentro de los seis (6) meses siguientes a su definición.

Artículo 30. Vigencia de la habilitación de las EAPB. La habilitación se otorgará a las 
EAPB por un término indefinido.

Las EAPB deberán mantener y actualizar permanentemente los requisitos exigidos por 
el Gobierno Nacional.

La Superintendencia Nacional de Salud, en ejercicio de sus funciones de vigilancia, 
inspección y control verificará el mantenimiento de las condiciones de habilitación por 
parte de estas entidades.

Artículo 31. Revocatoria de la habilitación de las EAPB. La Superintendencia Nacional 
de Salud podrá revocar la habilitación a una EAPB cuando incumpla cualquiera de las con-
diciones o requisitos previstos para su otorgamiento. El incumplimiento de las condiciones 
de habilitación por parte de las EAPB dará lugar a la imposición de las sanciones previstas 
en la ley, previo agotamiento del debido proceso.

TITULO IV

AUDITORIA PARA EL MEJORAMIENTO

DE LA CALIDAD DE LA ATENCION DE SALUD

Artículo 32. Auditoría para el mejoramiento de la calidad de la atención de salud. Los 
programas de auditoría deberán ser concordantes con la intencionalidad de los estándares 
de acreditación y superiores a los que se determinan como básicos en el Sistema único de 
Habilitación.

Los procesos de auditoría serán obligatorios para las Entidades Departamentales, 
Distritales y Municipales de Salud, las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud y 
las EAPB.

La auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud implica:

1. La realización de actividades de evaluación, seguimiento y mejoramiento de procesos 
definidos como prioritarios.

2. La comparación entre la calidad observada y la calidad esperada, la cual debe estar 
previamente definida mediante guías y normas técnicas, científicas y administrativas.

3. La adopción por parte de las instituciones de medidas tendientes a corregir las des-
viaciones detectadas con respecto a los parámetros previamente establecidos y a mantener 
las condiciones de mejora realizadas.

Parágrafo. Para todos los efectos de este decreto debe entenderse que la Auditoría para 
el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud incluye el concepto de Auditoría 
Médica a que se refiere el artículo 227 de la Ley 100 de 1993 y las normas que lo modifi-
quen o sustituyan.

Artículo 33. Niveles de operación de la auditoría para el mejoramiento de la calidad 
de los servicios de salud. En cada una de las entidades obligadas a desarrollar procesos de 
Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de los Servicios de Salud, el modelo que se 
aplique operará en los siguientes niveles:

1. Autocontrol. Cada miembro de la entidad planea, ejecuta, verifica y ajusta los procedi-
mientos en los cuales participa, para que estos sean realizados de acuerdo con los estándares 
de calidad definidos por la normatividad vigente y por la organización.

2. Auditoría Interna. Consiste en una evaluación sistemática realizada en la misma 
institución, por una instancia externa al proceso que se audita. Su propósito es contribuir a 
que la institución adquiera la cultura del autocontrol.

Este nivel puede estar ausente en aquellas entidades que hayan alcanzado un alto grado 
de desarrollo del autocontrol, de manera que este sustituya la totalidad de las acciones que 
debe realizar la auditoría interna.

3. Auditoría Externa. Es la evaluación sistemática llevada a cabo por un ente externo 
a la institución evaluada. Su propósito es verificar la realización de los procesos de audi-
toría interna y autocontrol, implementando el modelo de auditoria de segundo orden. Las 
entidades que se comporten como compradores de servicios de salud deberán desarrollar 
obligatoriamente la auditoría en el nivel de auditoría externa.

Artículo 34. Tipos de acciones. El modelo de Auditoría para el Mejoramiento de la 
Calidad de la Atención de Salud se lleva a cabo a través de tres tipos de acciones:

1. Acciones Preventivas. Conjunto de procedimientos, actividades y/o mecanismos de 
auditoría sobre los procesos prioritarios definidos por la entidad, que deben realizar las 
personas y la organización, en forma previa a la atención de los usuarios para garantizar 
la calidad de la misma.

2. Acciones de Seguimiento. Conjunto de procedimientos, actividades y/o mecanismos de 
auditoría, que deben realizar las personas y la organización a la prestación de sus servicios 
de salud, sobre los procesos definidos como prioritarios, para garantizar su calidad.

3. Acciones Coyunturales. Conjunto de procedimientos, actividades y/o mecanismos de 
auditoría que deben realizar las personas y la organización retrospectivamente, para alertar, 
informar y analizar la ocurrencia de eventos adversos durante los procesos de atención de 
salud y facilitar la aplicación de intervenciones orientadas a la solución inmediata de los 
problemas detectados y a la prevención de su recurrencia.

Artículo 35. Enfasis de la auditoría según tipos de entidad. El Modelo de Auditoría para 
el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud será implantado de conformidad 
con los ámbitos de acción de las diversas entidades y con énfasis en los aspectos que según 
el tipo de entidad se precisan a continuación:

1. EAPB. Estas entidades deberán adoptar criterios, indicadores y estándares que les 
permitan precisar los parámetros de calidad esperada en sus procesos de atención, con base 
en los cuales se adelantarán acciones preventivas, de seguimiento y coyunturales consisten-
tes en la evaluación continua y sistemática de la concordancia entre tales parámetros y los 
resultados obtenidos, para propender por el cumplimiento de sus funciones de garantizar el 
acceso, seguridad, oportunidad, pertinencia y continuidad de la atención y la satisfacción 
de los usuarios.

2. Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud. Estas instituciones deberán adoptar 
criterios, indicadores y estándares que les permitan precisar los parámetros de calidad esperada 
en sus procesos de atención, con base en los cuales se adelantarán las acciones preventivas, 
de seguimiento y coyunturales consistentes en la evaluación continua y sistemática de la 
concordancia entre tales parámetros y los resultados obtenidos, para garantizar los niveles 
de calidad establecidos en las normas legales e institucionales.
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3. Entidades Departamentales, Distritales y Municipales de Salud. Estas entidades 
deberán asesorar a las EAPB y a las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, en 
la implementación de los programas de Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de 
la Atención de Salud, con el propósito de fomentar el mejoramiento de la calidad de los 
servicios de salud en su jurisdicción. De igual manera, cuando obren como compradores 
de servicios para la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, las En-
tidades Departamentales, Distritales y Municipales de Salud deberán adoptar un Programa 
de Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud.

Parágrafo. Este modelo se aplicará con base en las pautas indicativas expedidas por el 
Ministerio de la Protección Social.

Artículo 36. Procesos de auditoría en las EAPB. Las EAPB establecerán un Programa 
de Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud que comprenda 
como mínimo, los siguientes procesos:

1. Autoevaluación de la Red de Prestadores de Servicios de Salud. La entidad evaluará 
sistemáticamente la suficiencia de su red, el desempeño del sistema de referencia y contra-
rreferencia, garantizará que todos los prestadores de su red de servicios estén habilitados 
y que la atención brindada se dé con las características establecidas en el artículo 3° de 
este decreto.

2. Atención al Usuario. La entidad evaluará sistemáticamente la satisfacción de los 
usuarios con respecto al ejercicio de sus derechos, al acceso, oportunidad y a la calidad de 
sus servicios.

Artículo 37. Procesos de auditoría en las instituciones prestadoras de servicios de salud. 
Estas entidades deberán establecer un Programa de Auditoría para el Mejoramiento de la 
Calidad de la Atención de Salud, que comprenda como mínimo, los siguientes procesos:

1. Autoevaluación del Proceso de Atención de Salud. La entidad establecerá prioridades 
para evaluar sistemáticamente los procesos de atención a los usuarios desde el punto de 
vista del cumplimiento de las características de calidad a que hace referencia el artículo 3° 
del presente decreto.

2. Atención al Usuario. La entidad evaluará sistemáticamente la satisfacción de los usua-
rios con respecto al ejercicio de sus derechos y a la calidad de los servicios recibidos.

Artículo 38. Procesos de auditoría externa de las EAPB sobre los prestadores de servicios 
de salud. Las EAPB incorporarán en sus Programas de Auditoría para el Mejoramiento de la 
Calidad de la Atención de Salud, procesos de auditoría externa que les permitan evaluar siste-
máticamente los procesos de atención a los usuarios por parte de los Prestadores de Servicios 
de Salud. Esta evaluación debe centrarse en aquellos procesos definidos como prioritarios y en 
los criterios y métodos de evaluación previamente acordados entre la entidad y el prestador y 
deben contemplar las características establecidas en el artículo 3° de este decreto.

Artículo 39. Procesos de auditoría en las entidades departamentales, distritales y mu-
nicipales de salud. Las entidades departamentales, distritales y municipales de salud en su 
condición de compradores de servicios de salud para la población pobre en lo no cubierto 
con subsidios a la demanda, establecerán un Programa de Auditoría para el Mejoramiento 
de la Calidad de la Atención de Salud sobre los mismos procesos contemplados para las 
EAPB. Para los procesos de auditoría externa sobre los Prestadores de Servicios de Salud 
se les aplicarán las disposiciones contempladas para las EAPB.

De igual manera, les corresponde asesorar a las EAPB y a los Prestadores de Servicios 
de Salud, sobre los procesos de Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la Aten-
ción en Salud.

Artículo 40. Responsabilidad en el ejercicio de la auditoría. La Auditoría para el Me-
joramiento de la Calidad de la Atención en Salud debe ejercerse tomando como primera 
consideración la salud y la integridad del usuario y en ningún momento, el auditor puede 
poner en riesgo con su decisión la vida o integridad del paciente.

TITULO V

SISTEMA UNICO DE ACREDITACION

Artículo 41. Sistema Unico de Acreditación. Es el conjunto de entidades, estándares, 
actividades de apoyo y procedimientos de autoevaluación, mejoramiento y evaluación ex-
terna, destinados a demostrar, evaluar y comprobar el cumplimiento de niveles superiores 
de calidad por parte de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, las EAPB y 
las Direcciones Departamentales, Distritales y Municipales que voluntariamente decidan 
acogerse a este proceso.

Parágrafo. Todo Prestador de Servicios y EAPB deberá contar con la Certificación de 
Cumplimiento de las Condiciones para la Habilitación como condición para acceder a la 
acreditación.

Artículo 42. Principios del Sistema Unico de Acreditación. El Sistema Unico de Acre-
ditación se orientará por los siguientes principios:

1. Confidencialidad. La información a la cual se tenga acceso durante el proceso de 
acreditación, así como, los datos relacionados con las instituciones a las cuales les haya 
sido negada la acreditación, son estrictamente confidenciales, salvo la información que 
solicite el Ministerio de la Protección Social relacionada con el número de entidades que 
no fueron acreditadas. No obstante, la condición de Institución acreditada podrá hacerse 
pública, previa autorización de esta.

2. Eficiencia. Las actuaciones y procesos que se desarrollen dentro del Sistema Unico 
de Acreditación procurarán la productividad y el mejor aprovechamiento de los recursos 
disponibles con miras a la obtención de los mejores resultados posibles.

3. Gradualidad. El nivel de exigencia establecido mediante los estándares del Sistema 
Unico de Acreditación será creciente en el tiempo, con el propósito de propender por el 
mejoramiento continuo de la calidad de los servicios de salud.

Artículo 43. Entidad acreditadora. El Sistema Unico de Acreditación estará liderado 
por una única entidad acreditadora, seleccionada por el Ministerio de la Protección Social 

de conformidad con lo estipulado en las normas que rigen la contratación pública, quien 
será la responsable de conferir o negar la acreditación.

Parágrafo. El Sistema Unico de Acreditación se aplicará con base en los lineamientos 
que expida el Ministerio de la Protección Social.

Artículo 44. Manual de Estándares del Sistema Unico de Acreditación. La Entidad 
Acreditadora aplicará los Manuales de Estándares del Sistema Unico de Acreditación que 
para el efecto proponga la Unidad Sectorial de Normalización y adopte el Ministerio de la 
Protección Social, los cuales deberán revisarse y ajustarse, en caso de ser necesario, por lo 
menos cada tres (3) años.

TITULO VI
SISTEMA DE INFORMACION PARA LA CALIDAD

Artículo 45. Sistema de Información para la Calidad. El Ministerio de la Protección Social 
diseñará e implementará un “Sistema de Información para la Calidad” con el objeto de esti-
mular la competencia por calidad entre los agentes del sector que al mismo tiempo, permita 
orientar a los usuarios en el conocimiento de las características del sistema, en el ejercicio de 
sus derechos y deberes y en los niveles de calidad de los Prestadores de Servicios de Salud y 
de las EAPB, de manera que puedan tomar decisiones informadas en el momento de ejercer 
los derechos que para ellos contempla el Sistema General de Seguridad Social en Salud.

El Ministerio de la Protección Social incluirá en su página web los datos del Sistema 
de Información para la Calidad con el propósito de facilitar al público el acceso en línea 
sobre esta materia.

Artículo 46. Objetivos del Sistema de Información para la Calidad. Son objetivos del 
Sistema de Información para la Calidad, los siguientes:

1. Monitorear. Hacer seguimiento a la calidad de los servicios para que los actores, las 
entidades directivas y de inspección, vigilancia y control del Sistema realicen el monitoreo 
y ajuste del SOGCS.

2. Orientar. Contribuir a orientar el comportamiento de la población general para la 
selección de la EAPB y/o la Institución Prestadora de Servicios, por parte de los usuarios 
y demás agentes, con base en información sobre su calidad.

3. Referenciar. Contribuir a la referenciación competitiva sobre la calidad de los servicios 
entre las EAPB y las Instituciones Prestadoras de Servicios.

4. Estimular. Propende por apoyar e incentivar la gestión de la calidad basada en hechos 
y datos.

Artículo 47. Principios del Sistema de Información para la Calidad. Son principios del 
Sistema de Información para la Calidad, los siguientes:

1. Gradualidad. La información que debe entregarse será desarrollada e implementada 
de manera progresiva en lo relacionado con el tipo de información que se recolectará y se 
ofrecerá a los usuarios.

2. Sencillez. La información se presentará de manera que su capacidad sea comprendida 
y asimilada por la población.

3. Focalización. La información estará concentrada en transmitir los conceptos fun-
damentales relacionados con los procesos de toma de decisiones de los usuarios para la 
selección de EAPB y de Institución Prestadora de Servicios de Salud de la red con base 
en criterios de calidad.

4. Validez y confiabilidad. La información será válida en la medida en que efectivamente 
presente aspectos centrales de la calidad y confiable en cuanto mide calidad en todas las 
instancias en las cuales sea aplicada.

5. Participación. En el desarrollo e implementación de la información participarán de ma-
nera activa las entidades integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

6. Eficiencia. Debe recopilarse solamente la información que sea útil para la evaluación 
y mejoramiento de la calidad de la atención en salud y debe utilizarse la información que 
sea recopilada.

Artículo 48. Datos para el SOGCS. Las EAPB, las Direcciones Departamentales y 
Distritales de Salud y los Prestadores de Servicios de Salud, están obligados a generar y 
suministrar los datos requeridos para el funcionamiento del SOGCS, de conformidad con 
las directrices que imparta el Ministerio de la Protección Social.

Parágrafo. El Ministerio de la Protección Social establecerá los indicadores de calidad 
del SOGCS que serán de obligatorio reporte por parte de las instituciones obligadas al 
cumplimiento del presente decreto.

TITULO VII
INSPECCION, VIGILANCIA Y CONTROL

Artículo 49. Inspección, vigilancia y control del Sistema Unico de Habilitación. La 
inspección, vigilancia y control del Sistema único de Habilitación, será responsabilidad 
de las Direcciones Departamentales y Distritales de Salud, la cual se ejercerá mediante la 
realización de las visitas de verificación de que trata el artículo 21 del presente decreto, 
correspondiendo a la Superintendencia Nacional de Salud, vigilar que las Entidades Terri-
toriales de Salud ejerzan dichas funciones.

Artículo 50. Auditoría para el mejoramiento de la calidad de la atención en salud. Es 
responsabilidad de las Entidades Departamentales, Distritales y Municipales de Salud, sin 
perjuicio de las competencias que le corresponden a la Superintendencia Nacional de Salud, 
adelantar las acciones de vigilancia, inspección y control sobre el desarrollo de los procesos 
de Auditoría para el Mejoramiento de la Calidad de la Atención de Salud por parte de las 
Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones. 
Estas acciones podrán realizarse simultáneamente con las visitas de habilitación.

Por su parte, la Superintendencia Nacional de Salud ejercerá la vigilancia, inspección y 
control sobre el desarrollo de los procesos de auditoría para el mejoramiento de la calidad 
por parte de las EAPB y de las Entidades Departamentales, Distritales y Municipales de 
Salud.
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Para tales efectos, tanto la Superintendencia Nacional de Salud como las Entidades 
Departamentales y Distritales de Salud podrán realizar visitas de inspección y solicitar la 
documentación e informes que estimen pertinentes.

En caso de incumplimiento, las entidades competentes adelantarán las acciones corres-
pondientes y aplicarán las sanciones pertinentes, contempladas en la ley, previo cumplimiento 
del debido proceso.

Artículo 51. Inspección, vigilancia y control del Sistema Unico de Acreditación. Para 
efectos de ejercer las funciones de inspección, vigilancia y control del Sistema único de 
Acreditación, la Superintendencia Nacional de Salud diseñará y aplicará los procedimientos 
de evaluación y supervisión técnica, necesarios para realizar el seguimiento del proceso de 
acreditación y velar por su transparencia.

Artículo 52. Sistema de Información para la Calidad. Las acciones de inspección, 
vigilancia y control del contenido, calidad y reporte de la información que conforma el 
Sistema de Información para la Calidad, estará a cargo de las Direcciones Departamentales 
y Distritales y de la Superintendencia Nacional de Salud en lo de sus competencias.

TITULO VIII
MEDIDAS DE SEGURIDAD Y SANCIONES

Artículo 53. Aplicación de las medidas sanitarias de seguridad. El incumplimiento de 
lo establecido en el presente decreto, podrá generar la aplicación de las medidas sanitarias 
de seguridad previstas en las normas legales, por parte de las Entidades Territoriales de 
Salud en el marco de sus competencias, con base en el tipo de servicio, el hecho que origina 
el incumplimiento de las disposiciones contenidas en el presente decreto y su incidencia 
sobre la salud individual y colectiva de las personas.

Artículo 54. Sanciones. Sin perjuicio de la competencia atribuida a otras autoridades, 
corresponde a las Entidades Territoriales de Salud, adelantar los procedimientos y aplicar 
las sanciones a que haya lugar de acuerdo con lo previsto en el artículo 577 y siguientes de 
la Ley 09 de 1979 y las normas que las modifiquen o sustituyan.

TITULO IX
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 55. Transición. Todos los Prestadores de Servicios de Salud que al momento 
de entrar en vigencia el presente decreto estén prestando servicios de salud, tendrán el plazo 
que defina el Ministerio de la Protección Social para presentar el Formulario de Inscripción 
en el Registro Especial de Prestadores de Servicios de Salud ante la autoridad competente, 
fecha a partir de la cual caducarán los registros anteriores. Si vencido el término señalado, 
no se ha efectuado la inscripción el prestador no podrá continuar la operación.

Artículo 56. Actualización de los estándares del SOGCS. El Ministerio de la Protección 
Social podrá ajustar periódicamente y de manera progresiva los estándares que hacen parte 
de los diversos componentes del SOGCS de acuerdo con los estudios y recomendaciones 
de la Unidad Sectorial de Normalización en Salud.

Artículo 57. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias, en especial los Decretos 77 
de 1997 y el Decreto 2309 de 2002.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 3 de abril de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA

DECRETOS

DECRETO NUMERO 1008 DE 2006

(abril 3)

por el cual se adiciona el Decreto 802 de 2004.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades consagradas en 
el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, la Ley 697 de 2001, el Decreto 
1605 de 2002, y

CONSIDERANDO:

Que en el artículo 111 de la Ley 812 de 2003, por la cual se aprobó el Plan Nacional 
de Desarrollo 2003-2006, “Hacia un Estado Comunitario”, en relación con los sistemas 
integrados de transporte público masivos de alta capacidad se estableció que la Nación 
impulsará la utilización de combustibles alternos de bajo nivel contaminante como el gas;

Que en los antecedentes del Documento CONPES 3244 de 2003, “Estrategias para la 
Dinamización y Consolidación del Sector de Gas Natural en Colombia”, en relación con 
el uso del gas natural como combustible automotor, precisa que las diferencias en los regí-
menes impositivos de los sustitutos “no han permitido un uso eficiente de los energéticos, 
en especial en el caso de los combustibles líquidos derivados del petróleo, presentándose 
incrementos significativos en el consumo del ACPM. Mientras este último ha aumentado su 
participación dentro del consumo total de combustibles, la gasolina ha reducido sus niveles 
de participación y el gas natural no ha logrado penetrar significativamente los segmentos, 
donde este es sustituto de los combustibles líquidos”;

Que el Documento CONPES 3260 de 2003, “Política Nacional de Transporte Urbano 
y Masivo”, recomendó solicitar al Departamento Nacional de Planeación, DNP, y al Mi-
nisterio de Minas y Energía, en las ciudades en las cuales la infraestructura de distribución 
y las condiciones técnicas de operación de los vehículos lo permitan, promover en forma 

prioritaria la utilización de combustibles limpios, tales como el gas natural, para la operación 
de los Sistemas Integrados de Transporte Masivo;

Que el Documento CONPES 3344 de 2005, “Lineamientos para la Formulación de 
la Política de Prevención y Control de la Contaminación del Aire”, establece que: “Las 
políticas y estrategias nacionales y locales de prevención y control de la contaminación 
del aire, según su competencia, incluirán planes para el mejoramiento de la calidad de los 
combustibles y la masificación del uso de aquellos más limpios”;

Que el artículo 1° de la Ley 697 de 2001 declara el Uso Racional y Eficiente de la Energía 
(URE) como un asunto de interés social, público y de conveniencia nacional, fundamental 
para asegurar el abastecimiento energético pleno y oportuno, la competitividad de la eco-
nomía colombiana, la protección del consumidor y la promoción del uso de energías no 
convencionales de manera sostenible con el medio ambiente y los recursos naturales;

Que la Ley 769 de 2002 por la cual se expide el “Código Nacional de Tránsito Terrestre” 
en el artículo 2° define Sistema de Transporte Terrestre Masivo de Pasajeros, STTMP, como 
el “Conjunto de infraestructura, equipos, sistemas, señales, paraderos, vehículos, estacio-
nes e infraestructura vial destinadas y utilizadas para la eficiente y continua prestación del 
servicio público de transporte de pasajeros en un área específica”;

Que los Sistemas de Transporte Terrestre Masivo de Pasajeros no pueden considerarse 
comercializadores de GNCV, toda vez que su actividad no es la venta de ese combustible, 
sino la prestación del servicio público de transporte masivo de pasajeros;

Que, conforme a lo previsto en el numeral 73.11 del artículo 73 de la Ley 142 de 1994, 
es función de la Comisión de Regulación de Energía y Gas, CREG, establecer fórmulas 
para la fijación de las tarifas de los servicios públicos cuando ello corresponda según lo 
previsto en el artículo 88;

Que en cumplimiento de lo establecido en el artículo 111 de la Ley 812 de 2002 y en 
desarrollo de las recomendaciones consignadas en el Documento CONPES 3260 de 2003, 
“Política Nacional de Transporte Urbano y Masivo”, se hace necesario introducir incentivos 
para promover en forma prioritaria el uso del Gas Natural en los Sistemas de Transporte 
Terrestre Masivo de Pasajeros,

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónase al artículo 1° del Decreto 802 de 2004, la siguiente definición:
“Sistema de Transporte Terrestre Masivo de Pasajeros, STTMP: Conjunto de infra-

estructura, equipos, sistemas, señales, paraderos, vehículos, estaciones e infraestructura 
vial destinadas y utilizadas para la eficiente y continua prestación del servicio público de 
transporte de pasajeros en un área específica”.

Artículo 2°. En orden a impulsar la utilización del GNCV en los Sistemas de Transporte 
Terrestre Masivo de Pasajeros se requiere la introducción de un incentivo tarifario en la 
regulación de la actividad de Distribución de gas natural por redes.

Artículo 3°. Adiciónase al artículo 3° del Decreto 802 de 2004 un inciso 2° del siguiente 
tenor:

“La Comisión de Regulación de Energía y Gas, CREG, de manera inmediata ajustará 
las disposiciones regulatorias vigentes en las actividades de su competencia en orden a 
introducir incentivos tarifarios para promover en forma prioritaria el uso del Gas Natural 
en Sistemas de Transporte Terrestre Masivo de Pasajeros, STTMP”.

Artículo 4°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación en el Diario 
Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 3 de abril de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Minas y Energía,

Luis Ernesto Mejía Castro.

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL

DECRETOS

DECRETO NUMERO 1001 DE 2006

(abril 3)

por el cual se organiza la oferta de programas de posgrado  
y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política y los artículos 19 a 21 y 31 a 33 de la Ley 30 de 1992,

DECRETA:

CAPITULO I

De los posgrados
Artículo 1°. Los programas de posgrado corresponden al último nivel de la educación 

formal superior, el cual comprende las especializaciones, las maestrías y los doctorados.

Para ingresar formalmente a los programas de especialización, maestría y doctorado es 
indispensable haber culminado estudios de pregrado y haber obtenido el título correspon-
diente. La institución titular del programa determinará el título requerido para tal fin.

Los programas de especialización, maestría y doctorado deben contribuir a fortalecer las 
bases de la capacidad nacional para la generación, transferencia, apropiación y aplicación 
del conocimiento, así como a mantener vigentes el conocimiento disciplinario y profesional 
impartido en los programas de pregrado, y deben constituirse en espacio de renovación 
y actualización metodológica y científica, y responder a las necesidades de formación de 
comunidades científicas, académicas y a las del desarrollo y el bienestar social.


